     En la ciudad de San Salvador de Jujuy, capital de la provincia de Jujuy, República Argentina, a los veintidós días del mes de noviembre del año mil novecientos noventa y uno, reunidos en la Sala de Acuerdos del Superior Tribunal de Justicia los señores Miembros del Tribunal Electoral de la Provincia, doctores Oscar Agustín del Valle Galíndez,  juez del  Superior Tribunal de Justicia habilitado a cargo de la Presidencia, Roberto Raúl Salvador y Benjamín Burgos, vieron el Expte. Nº 82/91 caratulado “Sr. Alfredo Rogelio Ruiz - Solicita al Tribunal Electoral abstención de proclamación del candidato electo Intendente por la Municipalidad de Palpalá, Sr. Ramón Danielo - Sub-Lema: “Blanca Unidad Palpalá” – Lema: “FREJUPE”, y
     Considerando:

     Que el Sr. Alfredo Rogelio Ruiz, invocando ser “ciudadano y elector hábil del pueblo del Municipio de Palpalá”, formuló presentación por ante esta Corte Electoral a los fines de “dar cuenta de la incapacidad e inhabilidad del Sr. Ramón Danielo, documento 3.990.204, para ser Intendente Municipal de Palpalá”, ello así, conforme lo anuncia, con apego a lo “prescripto por la Carta Orgánica en su art.53 y 32 Inc. c) y f) correlativos y concordantes”, como asimismo por virtud de los arts. 16 y 25, respectivamente, de los textos constitucionales nacional y provincial, la normativa vigente que otorga competencia al Tribunal para entender respecto a las cuestiones que surjan con motivo de la aplicación del Código Electoral y legislación de aplicación al caso.
     Al desarrollar la base argumental en que sustenta su presentación primordial, destaca que al imponerse de las actuaciones tramitadas por el Expte. Nº 966-D-89 del Instituto Provincial de Previsión Social que diera curso al requerimiento jubilatorio por invalidez formulado por el Sr. Ramón Danielo, pudo comprobar, para sorpresa de su parte, que el dictamen de la Junta Médica convocada a opinar sobre la pretensión, concluyó en poner de manifiesto que el indicado requirente “tiene incapacidad para continuar en su empleo”; la incapacidad es Física e Intelectual, es Mixta; la incapacidad es Definitiva; es Total: ningún empleo sería compatible con la capacidad actual del Sr. Danielo; es una afección Crónica de Pronóstico Desagradable: el Sr. Danielo No Puede Trabajar; la incapacidad del Sr. Danielo es Total y Permanente del 66% de la T.O.”, preguntándose, en base a la evidencia que ofrece a ponderación del órgano electoral, cómo se cumplirá el único requisito, el de la Idoneidad como condición de admisibilidad para ocupar los cargos y empleos públicos, exigido por la Constitución Nacional y Provincial?
     Por último, luego de hacer referencia al art. 253 del Código Penal, solicita Medida Cautelar consistente en que el Tribunal se abstenga de proclamar al candidato en la nominación postulada, ofreciendo las pruebas de que intenta valerse.

     El Sr. Fiscal Electoral, absolviendo la vista oportunamente conferida y a la luz de la evidencia colectada, se pronuncia, en lo medular, por sostener que “la incapacidad tanto física como intelectual que acusa el Sr. Danielo con los alcances señalados supra, declarada por un organismo oficial con competencia para determinarla, como es la Junta Médica del Ministerio de Bienestar Social, sin duda alguna a criterio de esta Fiscalía, inhabilitan al referido ciudadano para el ejercicio del cargo para el cual fue elegido el 27 de octubre pasado…”, aconsejando por tal virtud, “la no proclamación del electo Intendente Danielo hasta tanto se resuelva en definitiva la inhabilidad del mismo…(debiendo disponer el Tribunal) lo concerniente a fin de que el Poder Ejecutivo realice una nueva convocatoria a elecciones en el Municipio de Palpalá a efectos de elegir al nuevo Intendente” (fs. 12/13).
     Por su parte y conforme lo ordenado en autos, el candidato cuestionado comparece a ejercer la defensa de sus derechos (fs.23/26), y en tal sentido, con el patrocinio letrado de la Dra. María Elizabeth Eisenberg, pone de manifiesto que el denunciante sólo presentó “fotocopias parciales del Expte. Nº 966-D-89”, siendo que el Dictamen que da sustento al beneficio jubilatorio “es adjuntado en forma incompleta, dado que en el mismo no figura lo esencial, cual es el diagnóstico médico sobre la causal que ha producido en su momento la incapacidad”, que refería a “una dolencia gastrointestinal (úlcera), de pronóstico desfavorable en ese momento”, esto es, de dos años atrás, debiendo someterse “a un largo tratamiento de rehabilitación y curación a los fines de recuperar un buen estado de salud”.
     Considera que con las diligencias puestas de su parte satisfizo lo normado por el art. 51 segundo párrafo de la Ley Nº 4042/83, siendo a consecuencia de los tratamientos médicos emprendidos que recuperó su salud, encontrándose a la fecha “perfectamente hábil e idóneo para ejercer cualquier actividad laboral”, aspecto comunicado al I.P.P.S. mediante nota de fecha 10 de noviembre del año en curso con el agregado de informe médico y estudio de facultativo especializado, llevándolo a renunciar “al beneficio jubilatorio por invalidez, por haber cesado la dolencia que oportunamente fue causal para su otorgamiento”, y si bien “el Dictamen médico invoca una incapacidad total y permanente, no puede entenderse, -afirma- que la misma es definitiva” tal cual en su forma de ver, surgiría del texto empleado por el legislador al redactar los arts. 51 y 52 de la normativa que preside el caso, en atención, principalmente, por la importancia que la misma atribuye a la rehabilitación del beneficiario, circunstancia que fuera notificada a la otorgante en los términos del art. 86 inc. b), Ley 4042/83.
     En otro aspecto, niega que la conducta asumida por su parte pudiera estar incursa en el tipo penal del art.253, calificado a tal imputación de peregrina, puesto que tal dolo “consistiría en aceptar el cargo de Intendente a sabiendas de que me (se) encuentro incapacitado”, lo que entiende no es así, advirtiendo, por conducto de su razonamiento, que el requirente es quien incursionó en el delito de falsa denuncia, correspondiendo que el órgano jurisdiccional competente se expida en su oportunidad “de oficio o  a petición de parte”.
     Considera que la instancia pretendida “sólo exterioriza el ánimo de obstaculizar el cumplimiento de la voluntad popular mayoritariamente expresada en las urnas…una muestra más de al intolerancia política de algunos ciudadanos que no han entendido todavía que la democracia exige el irrestricto cumplimiento de sus reglas de juego”.
     Por lo demás, en punto a la medida cautelar peticionada para que el Tribunal se abstenga de proclamarlo en el cargo de Intendente, solicita que ello sea “desestimado de plano” por entender que a la cuestión suscitada “lo que interesa es mi (su) estado de salud actual, que es óptimo”, esto de la mano de la documentación médica adjuntada en el responde, y si a la fecha se manifiesta que continúa discapacitado para el desempeño de un cargo público, pone énfasis en destacar que “ello debe acreditarse por quien lo alega” con documentación vigente y no de dos años atrás, puntualizando también que “el I.P.P.S. nunca me citó a revisación médica luego de otorgado el beneficio, por lo que presenté voluntariamente los informes médicos que dan cuenta de mi perfecto estado de salud a la fecha…”. Entonces, señala, pretender una no proclamación de candidatura, a título de cautelar, “sine die”, como la que se articulara en autos, “resulta írrito a las más elementales normas de defensa en juicio… un brutal desconocimiento a los derechos y deberes humanos…”, sugiriendo al denunciante, si pretende acreditar la incapacidad que aduce existe, que transite el procedimiento especial que al efecto “se encuentra reglado por los arts. 420 y subsiguientes del C.P.C.”, que escapa de la competencia del Tribunal Electoral.

     En definitiva, expresa reserva de plantear el caso federal para el supuesto de decretarse la cautelar peticionada en el escrito de inicio, cuestiona el Dictamen producido por el Sr. Fiscal y ofrece prueba en respaldo de la posición que sustenta.

     El Fiscal Electoral, nuevamente convocado para expresar opinión en relación al material convictivo incorporado a posteriori, considera “que hasta tanto no exista nuevo pronunciamiento de la Junta Médica Provincial que acredite la desaparición de la incapacidad que padece el electo Intendente de Palpalá, por las razones ya expresadas por esta Fiscalía en el anterior dictamen de fojas 12/13, el Tribunal Electoral debe abstenerse de proclamarlo como tal” (fs. 27).
     En definitiva, incorporado el Expte. Nº 966-D-89 con trámite cumplido por ante el Instituto Provincial de Previsión Social de la Provincia, que fuera solicitado por oficio, y tenemos a la vista, la causa quedó en estado de resolver.

     2.- Así expuestas las razones que motivaron la necesidad de un pronunciamiento de este Tribunal Electoral en tan “particular cuestión”, cabe advertir, a sólo título de reflexión, que la solución que en definitiva corresponda asumir, pudiendo transitar los diferentes carriles que su naturaleza posibilita, se enmarcará en una tesis que, en nuestro modo de ver, los tiempos cívicos están exigiendo.
     En efecto, procediendo al análisis de la evidencia incorporada en autos, quedó comprobado que en fecha 31 de mayo de 1989 ingresó al I.P.P.S. la solicitud de jubilación por invalidez peticionada por el Sr. Danielo Ramón, el cual, avanzado en el procedimiento instituido al efecto situó, el 28-11-89, en etapa del “ primer dictamen”médico y de cuya lectura surge: 1) Hay incapacidad Laboral; …Es mixta; 3) Es definitiva; 4) La incapacidad es total; 5) (empleos compatibles con la capacidad actual del mismo: Ninguno; 6) (La incapacidad es imputable, en forma evidente y exclusiva, a los servicios prestados a la Provincia de Jujuy?): La incapacidad es inimputable a los servicios prestados a la Provincia de Jujuy; 7) (el tratamiento adecuado puede modificar el pronóstico sobre la incapacidad?): Es una afección crónica de pronóstico desfavorable; 8) (si continúa trabajando se agravará su estado, a pesar del tratamiento adecuado?): No debe trabajar;  9) (observaciones): INCAPACIDAD LABORAL TOTAL Y PERMANENTE MAYOR DEL 66% DE LA T.O. DESDE JUNIO DE 1987. Firman los Médicos Eduardo Ernesto Elías, Ramón B. Pérez y Osvaldo F. Alanís (fs. 29). A fs. 30 vta., en el item denominado “ Antecedentes Médicos”, aspecto sobre el cual este Tribunal está relevado de ocultar a la opinión pública, puesto que por su propia naturaleza y trascendencia resulta de interés fundamental para la marcha de las instituciones republicanas que es deber de toda autoridad propiciar, se deja anotado que “la afección principal que cree tener el solicitante” es “Hemorragia digestiva”; que el interesado sabe que la tiene desde “Varios años”; que los médicos que la hubieron diagnosticado fueron Raúl Carrizo (año 1987), Ana María López López ( 19-5-89); que la documentación referente a exámenes especiales, como análisis positivos, radiografías, biopsias, electrocardiogramas, de oculistas, etc., dice que se han hecho y sus resultados-Adjunta documentación? Toda la documentación obra en poder del Servicio Provincial de Reconocimientos Médicos; Cuáles tratamientos ha seguido; cuanto tiempo? En la forma que los indicó el médico o modificándolos? Efectúa los tratamientos médicos sugeridos. (fs. 32 vta.) Conclusiones Diagnósticas: a) Síntomas o síndromes positivos: 1.- Gastritis Crónica 2.- Hemorragias Digestivas Altas a Repetición; b) Elementos dudosos o no interpretados: Ninguno; c) Factores etiológicos: Constitucionales; d) Conclusiones diagnósticas positivas: Incapacidad Laboral Total y Permanente Mayor del 66% de la T.O. Desde Junio de 1987”.
     Así las cosas, giradas las actuaciones a Sección Cómputos y Beneficios ( fs. 34 vta./51) y Delegación de Fiscalía de Estado ( fs. 52), estos organismos internos elaboran y producen su opinión al respecto, siendo puestos los obrados a decisión del Directorio, el cual, en fecha 31 de agosto de 1990 emite pronunciamiento por Resolución Nº 1309-B, en el sentido de reconocer 3 años, 11 meses y 10 días de servicios computables (art.1º); conceder al requirente el beneficio de jubilación por invalidez que prescribe el Art. 48 de al Ley 4042/83, con un haber en base al cargo de Intendente de la Municipalidad de Palpalá … (art. 2º); disponiéndose modos de proceder a cumplir por Gerencia de Prestaciones (art.3º) y Gerencia Administrativa Contable (arts. 4º y 5º), debiendo registrarse y remitirse al Tribunal de Cuentas a sus efectos (art. 6º).

     De allí en adelante (fs. 57, 3-10-90) y hasta el 10-11-91 ( fs.87) las secuencias de rito registradas en los caratulados fueron, por lo general, de naturaleza económica- contable (declaración jurada para salario familiar, planillas de liquidación y actualización, entrega de fondos en concepto de anticipo, pedido de liquidación total, etc.), excepto la solicitud emanada del Concejo Deliberante de la Municipalidad de Palpalá pidiendo la remisión de copias de los autos en cuestión (que no se encuentra decretada por la repartición previsional , no contiene foliatura y evidentemente, en atención a la fecha de expedición se habría compaginado erróneamente).
     Por último, el 11 de noviembre pasado, el Sr. Danielo formula presentación ante el I.P.P.S. poniendo en conocimiento: a) que concurre a comunicar, en los términos del art. 86 inc. b) Ley 4042/83, que desapareció la causal que canalizara el beneficio jubilatorio por invalidez; b) que resultó electo Intendente del Municipio de Palpalá y fue cuestionada su capacidad para ejercer dicho cargo, según trascendidos periodísticos; c) que en virtud a tal circunstancia y en cumplimiento de obligaciones legales, se sometió a estudio médico comprobando el facultativo que lo asiste permanentemente y en base al tratamiento periódicamente realizado, que la incapacidad ha desaparecido por remisión de la dolencia que padecía; que deja peticionada, en forma inmediata, una Junta Médica Oficial con la finalidad de corroborarse su estado de salud; d) que hasta esa fecha no fue notificado por el I.P.P.S. para la realización de exámenes médicos anuales o periódicos, tal como lo dispone el art. 51 apartado 2º de la ley; e) que requiere se dé a su presentación el trámite urgente despacho. A su vez adjunta informe médico rubricado por el Dr. Raúl Carrizo y un estudio de endoscopía realizado por el Dr. Daniel Coletti, ambos de fecha 9-11-91.
     3.- La cita de la prueba referenciada trae a colación algunos aspectos que es necesario resaltar y que en su conjunto dan respuesta al hecho de la jubilación concedida, la denuncia formulada, la temporaneidad o no, a los efectos que nos ocupa, del acto notificatorio al I.P.P.S., que hace saber que la dolencia causante de la incapacidad desapareció, las sugerencias de procedimiento referentes al tipo de beneficio otorgado que se explicitan en el informe médico del Dr. Carrizo, y los textos legales invocados por el actual titular de la jubilación:
     a) El art. 51 de la Ley 4042/83 vigente, deja dispuesto que “la jubilación por invalidez se otorgará con carácter provisional, quedando facultado el Instituto para concederla por tiempo indeterminado” (párrafo primero), excepto en el supuesto del cuarto apartado de la misma normativa, que no resulta de aplicación en la especie, atento no haberse satisfecho la circunstancia de tiempo en el goce del beneficio dispuesto.
     En ese orden, en modo alguno se deja anotado en el acto administrativo que instituya la jubilación, que la misma sería de carácter definitiva, ergo, una correcta hermenéutica obliga a interpretar que ella (la jubilación) fue decidida con alcance provisorio, puesto que entender lo contrario, a más de ser contrario a la ley, demostraría su endeblez ante un embate de inconstitucionalidad.
     b) Es cierto que en el artículo que estamos examinando, apartado segundo, se dispone que “acordaba la jubilación por invalidez el beneficio (beneficiario) será sometido a examen médico cada año, salvo disposición médica que establezca un tiempo menor…”; pareciendo, por lo tanto, que la mecánica a transitar queda de cargo exclusivo del organismo otorgante; pero también lo es que el titular jubilado debe participar activamente en tales procedimientos, y ello así (art. 43 Constitución Provincial), porque toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad (p.1); porque los derechos de cada uno están limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común en una sociedad democrática y republicana (p.2); de resguarda y proteger los intereses así como el patrimonio material y cultural de la Nación y de la Provincia (ap.2); de cuidar su salud y asistirse en caso de enfermedad ( ap.4) de no abusar de sus derechos (ap.8); de respetar y no turbar la tranquilidad de los demás (ap.11), siendo evidente que todas estas exigencias de la Norma Fundamental Provincial, ni por asomo, cobran virtualidad por la sola “manifestación de voluntad” del beneficiario de someterse, -a posteriori del acto comicial en el que fuera candidateado, con más una denuncia en su contra cuestionando su “idoneidad” para ser electo- a exámenes a cargo de profesionales del arte de curar, pretendiendo recién y con tales prácticas, otorgar un viso de colaboración personal y apego a la ley en su obligación de “comunicar al Instituto Provincial de Previsión Social toda situación prevista por las disposiciones legales, que afecte o pueda afectar el derecho a la percepción total o parcial del beneficio que gozan”, conforme al art. 86 inc. b) de la ley, porque si curó de sus dolencias, siendo ello una gracia de Dios, la naturaleza de las cosas nos sugiere razonar que este “factum” no ocurrió de manera sorpresiva el día 9 de noviembre de 1991, y si sucedió antes, como no tenemos dudas que lo fue, debió comunicarlo, toda vez que el no hacerlo constituye una conducta reprochable en las obligaciones a su cargo, que no se enmienda sólo por haberse sometido a tratamiento de curación durante todo el tiempo transcurrido, cosa que no nos consta, ni acredita ni surge de autos, sino que exigía una actitud leal para con el órgano previsional y las personas que aportan al mismo, conduciéndose de una manera cristalina y exteriorizante en todo aquello “que afecte o pueda afectar el derecho a la percepción total o parcial del beneficio que gozan”.
     c) Asimismo, teniendo en cuenta las instancias transcurridas pro las corrientes de opinión política partidaria para su reconocimiento y oficialización de Lemas, Sub-Lemas y Listas de Candidatos, cabe efectuar unas pocas consideraciones en referencia al Expte. Nº 9/91, caratulado: “Sr. Antonio Joaquín Flores-Apoderado-Solicita Reconocimiento y Oficialización Sub-Lema “Blanca Unidad Palpalá-Lema Justicialista, Ciudad de Palpalá”, con trámite cumplido por ante este Tribunal y que tenemos a la vista. En efecto, en fecha 19 de agosto de 1991 esta Corte Electoral, “con las derivaciones legales y responsabilidades que ello implica” para el apoderado de al institución política requirente que certificara las firmas de los adherentes a dicho Sub-Lema, resolvió reconocerlo, oficializando la denominación para su participación en las elecciones generales del día 27 de octubre pasado, teniendo como apoderado al Sr. Antonio Joaquín Flores y Dra. María Elizabeth Eisemberg.
     En igual sentido, con apego a los arts. 52/56 de la Ley 4564/91, el apoderado titular Sr. Flores peticionó la oficialización
De las listas de candidatos para las distintas categorías en las que participaría su agrupación política, dando cuenta, entre otros aspectos, que en los términos del art. 53 del indicado cuerpo normativo, la totalidad de los candidatos reúnen los requisitos exigidos en el mismo”, afirmación que aparece encuadrada, al igual que las demás que hiciera, en el art. 63 del idem y en tanto es allí en donde se deja expresado, con rigurosa claridad, que “desde la presentación del Sub-Lema y hasta la oficialización de las boletas de sufragio, todos los trámites ante el Tribunal Electoral serán efectuados por su apoderado; quien actuará en su representación legal- en la medida del interés del Sub-Lema- y será responsable de  la veracidad de lo expuesto en las respectivas presentaciones y documentos”, llegándose, por tal virtud, a emitir pronunciamiento favorable en fecha 27 de septiembre de 1991 y modificatoria del 2 de octubre del mismo año.

     A propósito de lo actuado, es precisamente a esta altura de los tiempos post electorales en que el Tribunal devela que al momento de propiciarse la candidatura a Intendente del ciudadano Danielo Ramón, en el propio acto comicial y aún en la actualidad, el indicado postulado se encontraba y encuentra percibiendo los beneficios de una jubilación que le fuera otorgada en su oportunidad por razones de invalidez, de las características, alcances e implicancias de las glosadas en autos que, sin lugar a dudas, constituyó un ocultamiento de esa información que debió ser puesta, rigurosamente, a examen de esta Corte Electoral, máxime si se tiene en cuenta lo que al respecto dejan establecidos los arts. 53 en concordancia con el 32 de al Carta Orgánica de la Municipalidad de Palpalá. No haberlo hecho, conforme a las circunstancias de modo, tiempo y lugar, obliga a esta Corte por considerarlo deber a su cargo, canalizar la conducta en cuestión por ante la autoridad jurisdiccional en turno instituida al efecto.

    4.- Conforme tuvimos oportunidad de señalar en el discurrir de esta elaboración, en autos se cuestionó la “idoneidad” del postulado a Intendente Danielo Ramón en instancias posteriores al acto comicial, y siendo ello así, el análisis de esta temática exige de algunas consideraciones en punto a las calidades que debe reunir cualquier ciudadano que de acuerdo al art. 42 de la Constitución de la Provincia y en lo pertinente, desee proponerse como candidato para acceder a una dignidad en la estructura del poder del Estado.

     En ese sentido, si nos referimos a las condiciones que deben nutrir la persona de los candidatos, debemos convenir que ellas pueden ser innatas o adquiridas. Dentro del primer orden se encuentran aquellas que son parte de la personalidad, tales como la capacidad físico-intelectual,  moral, aptitudes especiales para una determinada ciencia, de la técnica o de las artes. Por su lado las segundas refieren a las que se incorporan a una persona por conducto del estudio, la educación, cultura y el perfeccionamiento de las aptitudes especiales.
     Es que en el ámbito institucional, los llamados a cubrir cargos electivos, deben poseer siempre, por mandato constitucional, el pleno goce y uso de sus condiciones innatas que hagan confiable el ejercicio de cualquier cargo, aún cuando las aptitudes adquiridas puedan tener alguna deficiencia, o no ser las ideales por el ejercicio propuesto.

     En esta garantía de aptitud radica la confiabilidad de la gestión del postulado y eventualmente elegido. Resguarda a la comunidad por el manejo del poder o de los tesoros públicos confiados en cumplimiento del cometido asignado y su eventual rendición de cuantas como presupuesto indiscutible del sistema republicano, que no podría reclamarse si se conociera una mácula o incapacidad intelectual de entidad en el funcionario, paralizante de cualquier acción resarcitoria, civil o penal, por las desviaciones o abusos que pudieran cometerse, dejando así desprotegida a la comunidad de la necesaria responsabilidad que debe ofrecer cualquier ciudadano llamado a ejercer la función pública.     
     No se nos escapa reflexionar que en supuestos de un simple ingreso a cualquier estrato de la Administración Pública, se exige condiciones de aptitud en lo psíco-físico, entonces porqué no requerir esta premisa a quienes tienen asignado el ministerio de ejercer los poderes del estado, los fondos y recursos, sus inversiones, la estabilidad de los empleados, la relación entre las estructuras del poder, etc. O es que va de suyo que la “voluntad popular” –que pudo haber desconocido la declarada incapacidad física-intelectual de Danielo, en un 66%- está obligada a imponerse en nuestra sociedad de partidos políticos, con puntualidad, de las calidades innatas de cada candidato? Creemos que no, y por eso es válido y ponderable el régimen de impugnaciones que admite el embate a quienes pueden caer en alguna de las máculas que sabiamente la Constitución y las Leyes. El resguardo en nuestro caso, está dado por la intervención de este Tribunal en procura de corregir deficiencias, salvar errores y poner al descubierto situaciones ocultas u omitidas.
     Así las cosas, la importancia de este requisito está dada por la observación que hace la Carta Magna Nacional, cuando exige como única condición previa para la admisión en el empleo público, el de la “idoneidad”, ello así, conforme lo enseña Linares Quintana al decir que la misma consiste “no sólo en la idoneidad técnica – aptitud profesional, intelectual, técnica en suma para el desempeño del cargo-, sino que la idoneidad es requerida por la ley suprema para toda clase de servicios u ocupaciones  ordinario o extraordinario, permanente o transitorio, en la administración pública, desde el más modesto hasta el presidente de la República” (aut.cit. “Tratado de la Ciencia del derecho Constitucional”, pág. 505).

     Si por anticipado nos imponemos de una incapacidad-intelectual que ha motivado el cese en la actividad del agente como dependiente del Estado, beneficiándose con un retiro anticipado, conocido suficientemente por el Tribunal, y vigente aunque fuere por conducto de una denuncia, como ocurre en autos, no cabe sino la denegatoria de su proclamación como candidato electo. Es que, debemos conocerlo, la probada disminución de la estructura físico-intelectual de Danielo no permite otro razonamiento. Tampoco admitimos que ese estado de salud (salvo que sea disimulado, cuestión que no comparte analizar de momento), puede ser modificado mediante un subjetivo y extemporáneo resarcimiento del beneficio jubilatorio, ello así, a consecuencia de lo normado en la Carta Suprema Provincial que determina (art.184 p.8) que “ para ser Intendente se requieren las mismas condiciones exigidas que para ser diputado provincial…”, mientras que la norma que regula las exigencias para los legisladores, precisa (art. 105) que “ para ser electo diputado se requiere…”, poniéndose énfasis, decimos nosotros, en puntualizar que esas “ condiciones” deben ser concomitantes al momento del acto comicial, es decir, ser “idóneo” a esa oportunidad, no en otra posterior y menos como consecuencia de una declaración unilateral de voluntad que da cabida a una renuncia al beneficio jubilatorio por invalidez, todavía vigente, insistimos, que reconoce una incapacidad de naturaleza mixta, física e intelectual, MAYOR DEL 66% en su persona.

     Como  se advierte, en realidad no se trata de ponderar si el postulado y elegido es jubilado o no, sino de verificar si es “idóneo”, por sus condiciones de salud, para ejercer el mandato que una buena parte del pueblo municipal le supo conferir.
     Por ello, si está acreditada, como en verdad lo es, una acrecentada disminución de las facultades innatas en la personalidad de Danielo, debemos persuadirnos que su acceso a la función pública le resulta definitivamente vedad, salvo el supuesto, que pueda probarse en el futuro que el informe producido por el servicio médico actuante esté errado, infundado o no responda al estado de salud del beneficio, cuestión esta que de ser así verificada, daría motivo a las acciones pertinentes en contra de quien se viera favorecido por el beneficio y de aquello que posibilitaron que esa situación sucediera. Mientras tanto, en la palabra de elocuente doctrina constitucionalista sobre el particular, corresponde afirmar que si bien la idoneidad en cuanto “aptitud” depende de la índole del empleo, y se configura mediante condiciones diferentes, razonablemente exigibles según el empleo de que se trata, podemos decir en sentido lato que tales condiciones abarcan la aptitud técnica, la salud, la edad, la moral, etcétera (cf. Germán J. Bidart Campos “ Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino”, T.I, pag. 264, ed. EDIAR, Bs. As. 1986). Este es, en nuestra óptica, el espíritu que fluye del art. 25 p. 2 de la Constitución de la Provincia, y que en el caso no hace otra cosa que ratificar, par memoria de nuestra comunidad, que “el orden social hay que desarrollarlo a diario, fundarlo en la verdad, edificarlo sobre la justicia, vivificarlo por el amor…”(Gaudiem et Spes, 26).
     En atención a lo expuesto, el Tribunal Electoral de la Provincia de Jujuy

     Resuelve:

     1º) No proclamar al electo candidato a Intendente por la Municipalidad de Palpalá, Sr. Ramón Danielo, DNI. Nº 3.990.204, postulado por el sub-Lema “ Blanca Unidad de Palpalá, perteneciente al “Frente Justicialista Producción y Estabilidad” (FREJUPE), en razón de que al momento de la presente resolución todavía ostenta su calidad de JUBILADO POR INVALIDEZ LABORAL TOTAL Y PERMANENTE MAYOR DEL 66% DE LA T.O. DESDE JUNIO DE 1987, hecho objetivo que lo hace carecer de la “idoneidad” necesaria para acceder al ejercicio del cargo público.

     2º) Téngase presente la reserva del caso federal.

     3º) En los términos del art. 56 de la Carta Orgánica de la Municipalidad de Palpalá, dése noticia de este pronunciamiento al H. Concejo Deliberante, con remisión de  copia, a sus efectos. 

     4º) Por Secretaría expídanse copias de las partes pertinentes de estas actuaciones y prueba colectada para ser remitidas oportunamente a la Fiscalía en lo Penal en Turno a su finalidad específica.

     5º) Transcribir en el Libro de Actas, otórguese copia al interesado y notifíquese con habilitación de días y horas.

